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Para el Lic. Miguel Alonso Reyes, por darme la oportunidad de servir a Zacatecas e impulsar la construcción de un municipio libre y democrático.

El 15 de septiembre de 2001 se derogó la Ley Orgánica del Municipio Libre en el Estado de Zacatecas, y en su lugar, la “nueva” modificó sustancialmente la vida municipal
.

La abrogación de la Ley Orgánica, se inscribió en circunstancias muy especiales, pues al inicio de las 57 administración municipales, el hecho de que la ley que estructura y determina facultades cambie, ya es de por sí una verdadera eventualidad, para la autoridades recién electas.

Además, todo indica también, que la modificación se inscribió en un ajuste de cuentas entre quienes aspiraban a continuar en el ámbito público como presidentes municipales, y los que finalmente fueron candidatos oficiales de los diferentes partidos políticos, que al fin de cuentas y fundamentalmente terminaban como diputados locales, no todos, pero revísese las aspiraciones truncadas por allí.

La nueva Ley Orgánica del Municipio consideró asertivamente que:

“En el esquema del sistema federal, el Municipio se convierte en el centro sobre el cual gira la actuación tanto del Estado como de la Federación; es la base de la organización política y administrativa, y es, en el Municipio, en donde se encuentra la esencia del equilibrio de toda relación entre gobiernos.

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, recientemente modificado, reconoce al Municipio como un nivel de gobierno, superando con ello el concepto reduccionista de tratarlo exclusivamente como un administrador; a partir de este carácter de gobierno en términos constitucionales, su ámbito de competencia y por consecuencia sus atribuciones, se amplían para permitirle no solamente reglamentar algunos aspectos y espacios de la vida pública, sino que como eslabón fundamental del sistema federal, participa, se coordina, decide, ejecuta y evalúa, acciones y programas de gobierno afectando con ello a su población, a su territorio y a su orden jurídico en sí mismo”.

Procuró delimitar un gobierno convocante, con conocimiento, visión y delimitada de su actuación en un Plan Municipal de Desarrollo del que se desprenden programas operativos para cada ejercicio anual; en relación y atención a un sistema estatal de planeación, de programación y presupuestación; un municipio, que ejecuta por sí mismo programas y acciones de gobierno, por su cercanía con la comunidad, acorde a las necesidades de sus habitantes, que fomenta y estimula la participación ciudadana y la convierte en protagonista de las tareas comunitarias.

Una reforma que intentó fortalecer la concepción federalista de reconocerle al Municipio libertad, autonomía y autodeterminación que le consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que procuró consolidar los cambios constitucionales de 1999 al 115 e implementó el concepto municipalista y de participación ciudadana de la administración gubernativa del Estado de Zacatecas.

Aduciendo que si la Ley Orgánica del Municipio fue aprobada en el año de 1993, y los cambios suscitados a más de siete años mostraban a un Municipio transformado y una visión de Estado mucho mas allá de concepciones tradicionales, de tan sólo incorporarle las reformas y adiciones que en cada caso registre la norma federal, serían incompletas para las aspiraciones de un nuevo municipio. Por ello, se impulsó la creación de una nueva Ley Orgánica del Municipio, porque sólo así se daba congruencia a otras leyes relacionadas estrechamente con la vida municipal, que habían sido una de las preocupaciones relevantes del Poder Legislativo,  instrumento  jurídico  que –según aseveraba el legislador- lograba esa simetría.

En ese contexto las modificaciones se ubicaron en la implementación de un Foro para la Reforma Integral de la Ley Orgánica del Municipio, que organizó el Poder Legislativo y Ejecutivo del Estado, y cuyas conclusiones según los considerandos de la nueva Ley Orgánica Municipal enriquecieron a dicha ley. 

Se avanzó en cuanto a la facultad de los Municipios en materia de preservación de sus recursos naturales; así como la integración democrática de las administraciones municipales, en la delimitación de esferas de competencia y ampliación de atribuciones en materia normativa y de asignación de mayores recursos financieros; así como también para otros municipios, era su preocupación asegurar la representación popular y partidista en los Ayuntamientos; igualmente, se contempló la creación de nuevas estructuras administrativas, delegación de nuevas tareas y mayores responsabilidades; en suma, la generación de una cultura de información puntual y transparente del origen y destino de los recursos públicos, con un nuevo esquema de responsabilidades de los servidores públicos; y la posibilidad de nuevas formas de organización municipal, de asociación, de coordinación y de aplicación de sanciones a quien desde el interior del propio Ayuntamiento o de su administración, socavan su unidad, su proyecto y su visión de desarrollo municipal, fueron —aseveraron los que glosaron el citado foro— algunos de los aspectos que se recogieron en las señaladas conclusiones, y que contienen la presente ley.

Queda en duda la aseveración -de que en dicho Foro-, hayan participado los más reconocidos estudiosos del municipalismo, porque fue público y notorio, amén de la poca difusión del mismo, la ausencia de ciudadanos interesados, como de funcionarios públicos municipales —dado que como podrá advertirse los trabajos del foro tuvieron como escenario las elecciones para renovar las administraciones municipales—, además de que muchas de las ponencias no fueron tomadas en cuenta.

La nueva Ley Orgánica Municipal, debió —como así lo intentó— asumir como principio del quehacer municipal, que el Ayuntamiento se erigiera en una asamblea democrática donde sus miembros de elección popular directa, que no admita ningún género de autoridad, intermediación o interlocución con los otros niveles de gobierno, que mantuviera la personalidad jurídica propia del municipio y distinguiera que precisión las atribuciones, facultades y competencia de cada uno los miembros del Ayuntamiento, así como delimitara las propias de los integrantes de la administración municipal y órganos auxiliares.

Estableció, igualmente y con mayor precisión que su análoga anterior, un procedimiento para erigir nuevas municipalidades, agrupar poblaciones, reconocer y legitimar nuevas organizaciones. 

Otorgó un procedimiento muy limitado para la participación directa de los ciudadanos en el quehacer público a través de la figura del plebiscito, figura que desarrolló en la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Zacatecas y cuyos resultados pueden ser ignorados al determinar que no son vinculatorios para las autoridades
. En otras palabras, no es una consulta que pueda impactar el quehacer público, sino mera opinión que puede ser ignorada.

Una de las reminiscencias del siglo XIX y sin  ninguna reglamentación lo constituyen las Congregaciones, cuya existencia es única en el país, ahora y como uno de los aciertos, es que son  reglamentadas con precisión y se les considera como autoridades auxiliares de los Ayuntamientos a los que pertenecen, señalándoles sus facultades, atribuciones, obligaciones y sus responsabilidades.

Estableció procedimiento específico para la formación de nuevas congregaciones, y a su vez, la de nuevos Municipios; estipulando que, para en su caso, el Poder Legislativo pueda emitir el Decreto relativo, sea menester la previa valoración de aspectos financieros, prestación de servicios, poblacionales, territoriales, culturales y aún históricos. Cuestión asertiva, para evitar crear municipios pobres o al calor de presiones políticas. Puesto que es lamentable que congregaciones históricas, como Ignacio Allende y Tacoaleche aún no tengan la categoría de municipio.

Efectivamente, el proceso histórico de consolidación del municipio zacatecano, ha sido tan azaroso como el nacional; desde integrarse en Partidos Políticos que territorial y políticamente agrupaba a varias municipalidades; el cercenamiento territorial del Estado en 1835 con la pérdida de Aguascalientes hasta la consolidación del municipio en 1917, con la desaparición de los controvertidos jefes políticos, la obtención de personalidad y patrimonio propios, marca la nueva etapa del municipio moderno nacional.

En 1825, año de promulgación de nuestra primera Constitución local, la figura de los jefes políticos está presente a todo lo largo y ancho del territorio nacional, y Zacatecas no fue la excepción. El territorio estatal se integraba por los Partidos de Zacatecas, Fresnillo, Sombrerete, Aguascalientes, Juchipila, Nieves, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva. Establecía que para formar municipios, debían contar con una población de hasta tres mil habitantes.

La Constitución Zacatecana de 1832, todavía con la figura de los Partidos y Jefes Políticos, establecía en su artículo 4º que: 

“El territorio del Estado será el de los partidos de Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva”. 

Remitía al Reglamento Económico de los Partidos, la requisitación para que surgieran nuevos municipios o Consejos Municipales.

La Constitución Zacatecana de 1852, estableció en su numeral 4º: 

“El territorio del estado será el de los Partidos de Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango, Villanueva, Calvillo y Nochistlán. Como se nota, se integraron dos Partidos: Calvillo y Nochistlán”.

Hasta la local de 1857, en su artículo 8º, integró como parte del Partido de Ojocaliente a la municipalidad de Guadalupe. Por vez primera, se tocará a San Andrés del Téul, que, años más tarde será Téul de González Ortega, para luego ubicar a la Congregación de Ignacio Allende. Suprimiéndose Aguascalientes y Calvillo del territorio del Estado.

En la Constitución zacatecana de 1869, determinó que el Partido de Sombrerete, se integraría además por los pueblos de Nueva Tlaxcala y San Andrés del Téul.

La Constitución Zacatecana de 1910, establecía que una ley particular, determinaría la integración territorial del estado; en su artículo 50 y 51 determinaban la existencia de Congregaciones Municipales regidas por Juntas Municipales, cuando tuvieran de mil a cuatro mil habitantes; serían Municipios, cuando tuvieren de cuatro mil a más habitantes.

En nuestra Constitución de 1918 -que es la vigente-, con la desaparición de los Partidos Políticos como formas administrativo—territoriales, surgen los municipios con carácter autónomo; y en nuestro Estado, los artículos 11, 12 y 72 de dicha Constitución señalaron, que:

“Artículo 11.-  Las partes integrantes del territorio del Estado son:  los Municipios de Apulco, Apozol, Atolinga, Calera, Concepción del Oro, Ciudad García, Chalchihuites, El Carro, el Plateado, Estanzuela, Fresnillo, Guadalupe, Huanusco, Jalpa, Juchipila, Morelos, Monte Escobedo, Mazapil, Mezquital del Oro, Moyahua, Momax, Nieves, Noria de Ángeles, Nochistlán, Ocampo, Ojocaliente, Pánuco, Pinos, Río Grande, San Juan B. del Téul, San José de la Isla, San Pedro Piedra Gorda, Susticacán, Sombrerete, Saín Alto, San Andrés del Téul, San Miguel del Mezquital, San Juan del Mezquital, Santa Rita, Sánchez Román, San Francisco de los Adame, Tepechitlán, Tepetongo, Vetagrande, Valparaíso, Villa del Refugio, Villa García, Villa de Cos, Villanueva y Zacatecas.

Como se puede apreciar eran 50 municipio, y dado que en la actualidad subsisten 57, denota la expansión demográfica e importancia económica de las regiones, que paulatinamente fueron adquiriendo dichos reconocimientos.

“Artículo 12.- Los Municipios del Estado con excepción de los de Mazapil y Ocampo, conservarán la extensión territorial y límites que actualmente tienen.

La hacienda de Bonanza y el rancho de Los Novillos, que actualmente pertenecen a Mazapil, en lo sucesivo formarán parte del Municipio de Ocampo”.

Ahora bien, el problema de las Congregaciones, es una reminiscencia del siglo XIX, que nuestra legislación vigente no resolvía al respecto. Así, el artículo 72 de la Constitución Zacatecana de 1918 estipulaba:

“Los Municipios que integran el territorio del Estado se regirán por la Ley Orgánica del Municipio conforme a las siguientes bases:

IV.-  La gestión administrativa de las Congregaciones estará a cargo de Juntas Municipales, compuestas de tres vocales electos directamente por los vecinos de cada Congregación.

V.- Tanto los Ayuntamientos como las Juntas Municipales, deberán nombrar representantes de la autoridad para los lugares poblados que no tengan las categorías antes mencionadas.

VI.- Para la erección ó supresión de Municipios o Congregaciones Municipales, cuya facultad compete al Congreso del Estado, se observarán las prescripciones siguientes:

1.- Para erigirse en Municipalidad se requerirá que el grupo de poblaciones que estén ligadas por intereses comunales, tenga una población de cuatro mil habitantes y los recursos necesarios para el sostenimiento del Gobierno Municipal.

2.-  Para erigirse en Congregación Municipal se exigirá que la población ó grupo de poblaciones tenga más de quinientos habitantes.

3.-  La supresión podrá llevarse a cabo cuando falten los requisitos anteriormente mencionados.

IX.- En ningún caso podrán hacerse segregaciones o incorporaciones de un Municipio a otro si no es con la anuencia de las dos terceras partes de las asambleas Municipales del Estado.

XIII.- Los Ayuntamientos residirán en las cabeceras de los Municipios.

XV.- Leyes secundarias reglamentarán todo lo relativo á los ramos de la administración Municipal.

Mientras que aquí, mínimamente señala la existencia de congregaciones, y determinaba cuales serían algunas de sus facultades, en la Ley Orgánica del Municipio de esa época, expedida por el gobernador y general Enrique Estrada el 1º de diciembre de 1919.

Esa Ley Orgánica expresó la manera de cómo concibió al municipio de la revolución en nuestro Estado, con innumerables facultades. De inicio, lo reconoció como entidad autónoma e independiente en el estado, con personalidad jurídica propia y presidida por un cuerpo denominado Ayuntamiento, que duraría en su encargo un período de dos años; administración libre de su hacienda pública y formulado su presupuesto de egresos por las asambleas municipales, con revisión del Congreso con el sólo propósito de evitar la invasión de facultades inherentes al Estado o Federación.

Organizó las facultades de sus órganos y sus obligaciones, así como las de sus munícipes; reglamentó la erección de municipalidades referidas a aquellas poblaciones que así lo soliciten ante el Congreso local, tuviesen un mínimo de cuatro mil habitantes y tengan los recursos suficientes para la subsistencia de su administración.

Establecía las bases de computo para elegir regidores, donde expresaba que sería de uno por cada mil habitantes ‑en aquellos municipios cuya población no excediera de diez mil‑, sin que en ningún caso pudieran exceder de veinticinco. Existirían Congregaciones que compondrían a los municipios, estando a cargo de Juntas Municipales integradas por tres vocales, electos por los vecinos y renovadas cada dos años. Los cargos municipales no serían renunciables, sino por causa debidamente justificada ante la misma corporación.

Dentro de las facultades que se le conferían al municipio, en materia de educación, se determinaba que sólo ejercerían sobre ésta facultades de vigilancia y fomento. El Presidente Municipal es fortalecido y prevalente su figura con innumerables facultades. Existirían en el municipio síndicos letrados y versados en derecho que representarían jurídicamente a éste; así como secretarios letrados que, a falta de estos, podrían ser sustituidos por quienes a juicio del Ayuntamiento pudieran ser considerados.

Como podrá observarse, a las Congregaciones sólo se les ha requisitado determinada población para erigirse, así como recursos financieros que posibiliten sufragar su administración, pero frente al órgano municipal, no existía claridad a cuáles serían sus facultades y obligaciones.

Sólo por ejemplificar, el municipio de Guadalupe y Téul de González Ortega —mucho menos Trancoso e Ignacio Allende— han sido o fueron cabecera de Partido, lo cual habla de la trascendencia histórica que tuvieron, además que podía legitimar —en un dado caso— la intención de Trancoso e Ignacio Allende para erigirse en Municipio.

Así, la Constitución zacatecana hasta 1998 en su artículo 22, preveía sólo dos Congregaciones: Trancoso e Ignacio Allende, ahora el tópico se contempla en nuestra Constitución vigente en su artículo 117; una en el municipio de Guadalupe, y la otra en Téul de González Ortega. Y la Ley Orgánica del Municipio Libre en el Estado de Zacatecas, que debiera estructurarlas, las ignoró en sus artículos 10, 12, 13 y 14.

Que bueno por la aspiración de los trancoseños que ya desde el 1º de diciembre del 2000 son  municipio, habrá que ver cuales son las expectativas para la Congregación de Ignacio Allende, así como para la Congregación de García Salinas (Tacoaleche); igualmente para San Juan Capistrano y Tayahua, que tendrán que asumir los extremos que ahora prevé la Constitución Política del Estado en el Capítulo Tercero denominado de La Creación, Fusión y Supresión de Municipios en el artículo 124 que determina:

“La facultad de crear, suprimir y fusionar Municipios compete a la Legislatura del Estado, la cual se sujetará a las siguientes prescripciones:

I.- Que la decisión de crear, suprimir o fusionar sea resultado de plebiscito en el que así lo decidan, por lo menos, el setenta por ciento de los ciudadanos que habiten la región;

II.- Que la superficie territorial en que se pretenda constituir, no sea menor de ciento cincuenta kilómetros cuadrados;

III.- Que la población en esa demarcación sea mayor de quince mil habitantes;

IV.- Que el poblado que se elija como cabecera municipal tenga por lo menos diez mil habitantes y cuente con los servicios públicos indispensables; y

V.- Que se demuestre la capacidad económica para atender y sufragar los gastos de la Administración Pública y los servicios municipales.

En caso de que no sean satisfechos todos los requisitos anteriores, la Legislatura no podrá erigir nuevos Municipios.

Cuando dos o más Municipios limítrofes no satisfagan dichas condiciones, la Legislatura podrá decretar su fusión, previo plebiscito, modificando para ello los límites de los Municipios existentes y concediendo derecho de audiencia a los Ayuntamientos de que se trate.

Jurídicamente existían laguna legislativa para determinar la figura de la Congregación. Que ahora con la nueva Ley Orgánica Municipal se define qué son y para qué sirven; ya no es posible tener a las congregaciones como un requisito, y promesa futura de erigirse en municipios.

Las aspiraciones calladas, otras abiertas se dejarán sentir, dado que si atendemos a lo preceptuado por el ya citado artículo 124, varias ciudades zacatecanas ya reúnen el requisito y debieran elevarse a tal rango. Sin embargo, crear nuevos municipios dentro de los ya existentes, traerá múltiples problemas:

1).- Sortear la voluntad de aquellos municipios que se verán afectados territorialmente. (Para aquellos municipios que se sienten célula de la nación, y no simples apéndices del estado. En suma, aquellos que asumen la autonomía municipal).

2).- Crear municipios pobres que carecerán de perspectivas de desarrollo.

3).- Tener que fraccionar, aún más, los recursos federales proveniente de la Ley General de Coordinación Fiscal, Convenios de Desarrollo y recursos estatales.

4).- Dividir los recursos con que el Estado apoya a sus municipios, a los nuevos creados, disminuyendo desde luego los que se otorgaban.

5).- Prevenir las voluntades y efectos políticos que puede traer consigo tal determinación.

La nueva Ley Orgánica Municipal, reguló el funcionamiento de los Ayuntamientos y precisó facultades, obligaciones y prohibiciones tanto de los Ayuntamientos como de los integrantes de la administración municipal, generando seguridad jurídica y eliminando la discrecionalidad en la toma de decisiones. El Presidente Municipal obligadamente tendrá que proponer y consultar al Cabildo, sobre un programa de obras, sobre la asignación individual de recursos a alguna de sus comunidades, sobre la prioridad de acciones gubernamentales, sobre el Bando de Policía y Gobierno, reglamentos, circulares, disposiciones generales aplicables a la administración y, también, sobre los nombramientos de los titulares de la Secretaría de Gobierno Municipal, de la Tesorería, de la Dirección de Desarrollo Social, entre otras direcciones, así como de la integración de Comisiones de análisis, estudio o investigación.

Con acierto, la nueva Ley Orgánica Municipal, obligó y señaló plazos fatales para la presentación de anteproyectos tanto en materia de ingresos como de gasto, que resultan básicos para el diseño final de los documentos legales correspondientes, mismos que carecerán de fuerza jurídica si no son publicados en el Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado. Ahora con la fuerza vinculativa de la publicación, la población conocerá de partidas específicas y de montos determinados para cada uno de los capítulos y renglones del gasto, que indudablemente abona el avance de una cultura de transparencia en el origen y destino de los recursos públicos.

También la nueva Ley Orgánica Municipal, se ocupó de la profesionalización de los servidores públicos municipales, obligada en un entorno de mayores recursos financieros y mayores responsabilidades administrativas, en la recaudación de ingresos propios y transferidos a través del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, asignación, control administrativo y registro contable y verificación del presupuesto ejercido, su evaluación y fiscalización.

Si bien es cierto la nueva Ley Orgánica Municipal en materia del servicio civil de carrera se pronunció por fortalecer la estadía de los cuadros enterados y con experiencia lograda en el servicio público. El servicio civil de carrera que propone, significa la oportunidad de aprovechar los recursos humanos valiosos que en el área contable, financiera, de servicios, de obra, de control y registro administrativo, entre otros, facilitando la oportunidad para relevar aquellas posiciones cuyos titulares hubieren perdido una auténtica vocación de servicio.

Sin embargo, cercenó aquella disposición del artículo 49 fracción XIX de la anterior Ley Orgánica del Municipio que determinaba que el municipio como patrón debía afiliar a sus trabajadores a un régimen de Seguridad Social establecido por el Estado, prestación que medianamente se cumple; pero lo más grave, es que no define con precisión la naturaleza jurídica de la relación jurídico-laboral de los empleados de los Ayuntamientos, que debe regirse por lo dispuesto en el apartado "B" del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y no sólo por la Ley del Servicio Civil vigente en el Estado. Además, no abonó a determinar a los trabajadores de confianza de los Ayuntamientos, en lo señalado por la Ley del Servicio Civil, así como haber considerado como de confianza, al Contralor Municipal.
Lo más lamentable en este rubro consistió, que abrogó una de las atribuciones que más beneficiaba a los servidores públicos de los municipios, cuando ignoró el párrafo que decía:

“(...) Conceder pensiones a los empleados del Municipio en reconocimiento a su antigüedad en la función pública, así como a las viudas y huérfanos de los mismos, de acuerdo con los recursos disponibles”.

Lo cual implicó, que ahora no haya fundamento legal para otorgar pensiones por antigüedad a los empleados públicos, ni mucho menos apoyar a sus viudas y huérfanos. Esta es una de las demandas más sentidas y acaloradas del SUTSEMOP hasta la fecha.

En materia de justicia municipal, atinadamente se retornó al esquema del Poder Judicial del Estado de Zacatecas a los juzgados municipales
, mismos que pertenecían a la estructura orgánica de aquél, pero debían sufragar los ayuntamientos. 

En su lugar, se crearon los Juzgados Comunitarios con una visión amplia y de mayor competencia, pues ahora no sólo califican faltas administrativas, sino también, tienen facultades en materia penal, familiar y mercantil. 

Lo lamentable, es que la ley que lo crea es vaga en cuanto a no señalar término para la creación de éstos. Baste ver los transitorios de la aludida, para comprobar lo aseverado. Si la Ley de Justicia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno
 expedida en 1987 tardó y sólo como ejemplo en el municipio de la capital hasta 1993 nombrar al Juez Calificador, cuánto más se requerirá para hacer lo propio con los juzgados comunitarios?

El legislador zacatecano, intentó hacer de sus Municipios fuertes y sanos, sin embargo, con la quimera de la autonomía municipal se quedó en deuda. Pugnó por generarles una cultura democrática, de consolidado gobierno vecinal, pero en muchas partes de su texto convierte al municipio en apéndice estatal  con un discurso recurrente de que La nueva Ley Orgánica del Municipio que se presenta, avanza y sienta la base para lograr, como objetivo fundamental, su consolidación.

Influyeron más las condiciones políticas, que el verdadero espíritu de fortalecer al municipio; lo asevero así, porque en los primeros meses de las administraciones municipales -que aún están en funciones-, en un intento por demás histórico, por la confluencia de los 57 presidentes municipales del Estado, a instancia y convocación del Lic. Miguel Alonso Reyes, después de aplicar buen número de horas de trabajo colegiado, y de abogados por cada fracción política de los partidos a los cuales pertenecen los Ediles, interpusieron senda iniciativa de ley para reformar la nueva Ley Orgánica del Municipio en el Estado, pero con tan mala suerte que ni siquiera se dignó la legislatura valorar la procedencia de sus intenciones. 

Se registran comentarios poco edificantes sobre la misma, descalificándola a priori y haciendo valer criterios que la citada y desconocida –en ese momento- Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Zacatecas contemplaba para las iniciativa populares, o mínimo respeto se tuvo hacia los ediles y su propuesta.

Pese a que comparecieron como ciudadanos y representantes de sus municipios, no hubo quien mínimamente la hiciera propia; tal vez la sorpresa de todos los partidos políticos imperó, pero ningún diputado de sus partidos secundó a los presidentes municipales.

Ahora bien, qué proponían los 57 Presidentes Municipales?

En principio consensaron en sus considerandos:

I).- Que la Ley Orgánica del Municipio en Zacatecas requería que se le hicieran adecuaciones a efecto de lograr que la vida institucional municipal tuviera equilibrio entre los responsables de la administración pública vecinal y el cuerpo edilicio;

II).- Que la Ley Orgánica del Municipio del Estado de Zacatecas contenía innumerables aspectos que si bien eran aceptables y de avanzada, sin embargo, era notable que en algunos de sus títulos, capítulos y articulado se requería fortalecer la autonomía municipal y el equilibrio interno de los municipios, incorporando elementos imprescindibles que demanda la sociedad;

III).- Que es y ha sido una demanda del municipio mexicano, y en especial del zacatecano, que dada la magnitud y complejidad de gobernar y administrar un municipio no permite que en tres años se pueda ejecutar un plan integral de desarrollo; la ampliación del periodo gubernamental a cuatro años, puede generar mejores condiciones de progreso a los municipios;

IV).- Que la práctica de un auténtico federalismo obliga que el Gobierno del Estado consulte previamente a los municipios acerca del contenido de cualquier convenio que tenga repercusión en el ámbito municipal; y que la sola publicación en El Periódico Oficial, Órgano del  Gobierno del Estado, de los documentos a que se hace referencia en la actual Ley Orgánica, no garantiza que las normas jurídicas sean conocidas y observadas por los destinatarios. Aún más,  existen municipios a los que no llega dicho Periódico, dado que éste no es de distribución masiva. Por lo que proponían que la publicación se hiciera indistintamente en las Gacetas Municipales;

V).- Que se debía respetar la voluntad popular para denominar a los municipios o congregaciones. De lo contrario, los nombres impuestos —así sea desde la Legislatura— difícilmente se arraigan en el lenguaje del pueblo, mismo que sigue llamando a sus municipios con el nombre de su costumbre;

VI).- Que al tenor de las reformas realizadas al artículo 115 de la Constitución federal en 1999, se reconoce al municipio como nivel de gobierno y se establece la necesidad de consolidar su autonomía, para lo cual deben de acotarse las facultades de los poderes del Estado respecto de la tutela y limitaciones que se impuso a los municipios en la nueva Ley Orgánica; 
VII).- Que se debía privilegiar la constitución de Comités de Participación Social, para que éstos se conviertan en los interlocutores con el gobierno y la administración municipal y realicen auténticamente la planeación del desarrollo vecinal; 

VIII).- Que la nueva Ley Orgánica del Municipio del Estado de Zacatecas, se determinaron facultades al Síndico y Regidores que limitan seriamente las atribuciones del ejecutivo municipal, por lo que se hacía necesario un equilibrio entre ambos: el órgano colegiado y el Presidente Municipal, aunque ambos sean electos, sólo el último debe preservar sus facultades administrativas y de ejecución;

IX).- Que las limitaciones impuestas a quienes desempeñan cargos en el DIF-Municipal, contravienen el espíritu de los artículos 5° y 123 de la Constitución federal, amén de la local, donde precisan que todo trabajo debe ser debidamente retribuido; por ello, deben sufragarse los salarios derivados de la prestación del servicio.

En concreto, las reformas y adiciones propuestas a la Ley Orgánica del Municipio por el colectivo de presidentes municipales, sintéticamente consistieron en:

1).- Que en el Artículo 3º de la LOMEZ, se estableciera que las administraciones municipales durarán en su cargo cuatro años.
2).- Que en el Artículo 4, fracción III, se incorporara que los convenios y acuerdos que vinculen la participación de los municipios, celebrados por el gobierno del Estado con el Gobierno Federal y sus dependencias, sean aprobados previamente por los ayuntamientos;”

3).- Que se modificaran los Artículos 4º fracción V, 49 fracción I, 54 y 201, y se posibilitara que tanto los presupuestos de egresos, Plan de Desarrollo Municipal, reglamentos, bandos de policía y gobierno, acuerdos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, que aprobaran los Ayuntamientos, se publiquen en el periódico Oficial, Órgano de Gobierno del Estado como en la Gaceta Municipal. En atención y el tiempo concede razón, de lo oneroso que significa la promulgación de cualquiera de esos documentos.

4).- Que se modificara el Artículo 5, a efecto de que se agregara que los límites geográficos se determinarán mediante los estudios técnicos correspondientes a cargo de la H. Legislatura del Estado, debido a no existe una delimitación real de los límites territoriales de cada municipio. No sólo dejar el texto de los municipios conservarán los límites y las cabeceras municipales que histórica y geográficamente se les reconozca a la fecha de la expedición de la presente ley.

Igualmente que en el párrafo segundo del mismo Artículo 5º, pretendía que la Legislatura del Estado, por causa justificada y a solicitud de los cabildos pudieras decretar el cambio de nombre de los municipios o congregaciones, y residencia de los ayuntamientos, respetando sus usos y costumbres.

Sólo como ejemplo de movilidad en la nomenclatura de los municipios, donde se deja ver más la influencia gubernativa que los usos y costumbres de la población tenemos, que los Municipios de Zacatecas entre 1917 a 1950 que les fue modificada su nomenclatura, son:

	Municipio:
	Fecha Decreto
	Municipio (s) afectado (s)

	Cañitas de Felipe Pescador
	19-11-1958
	Fresnillo

	Benito Juárez
	1-11-1964
	Teúl de González Ortega

	El Salvador
	1-01-1965
	Concepción del Oro

	General Enrique Estrada
	1-01-1965
	Fresnillo


Los municipios que cambiaron de nombre fueron García de la Cadena que modificó su nombre en 1986, por el de Trinidad García de la Cadena; San José de la Isla modificó su nombre en 1958 por el de Genaro Codina; Nieves cambió de nombre en 1953 por el de General Francisco Murguía. En 1986 vuelve a modificarlo por el de Francisco R. Murguía. El Plateado cambió de nombre en 1964 por el de General Joaquín Amaro, y en 1998 como El Plateado de Joaquín Amaro. La Blanca cambió de nombre en 1957 por el de General Pánfilo Natera; y Bimbaletes cambió de nombre en 1958 por el de Loreto.
5).- Que se redefinieran las Congregaciones en el Artículo 8, adicionando un párrafo que expresara que, por Congregación municipal Se entienda, a la comunidad o agrupación de comunidades cuya población es menor a la exigida para ser municipio, así como contar con los servicios públicos básicos; además de significar un requisito previo para ascender a la categoría de municipio, según y así lo determine la Legislatura del Estado al tenor de la Constitución  del Estado y especificidades que señalara la Ley Orgánica del Municipio.

6).- Se modificara el Artículo 41, párrafo tercero, para que precisara que las sesiones podrían ser solicitadas por la mitad más uno de los regidores, cuando haya transcurrido un periodo de dos meses desde la última; en casos urgentes, así calificados por las dos terceras partes de miembros del cabildo, y también por el mismo quórum, cuando el Presidente Municipal se negare a convocar.

7).- Se modificara el Artículo 42, para que las sesiones de Cabildo fueran validas con la asistencia de por lo menos la mitad mas uno de sus integrantes, y los acuerdos se tomarán por mayoría absoluta del número de sus miembros presentes en sesión, teniendo el presidente municipal voto ordinario, y en caso de paridad, ejerciera voto de calidad. Y que si no se reuniera la mayoría, se convocará por segunda ocasión y la sesión sería válida con la asistencia del Presidente Municipal, el Síndico y cuando menos la tercera parte de los Regidores. Excepto cuando por mandato expreso se requiera otro tipo de quórum.

8).- Requirieron se derogara la fracción segunda del Artículo 45 que dice: 

“La Legislatura del Estado estará facultada para declarar nulos de pleno derecho los acuerdos a que se refiere el párrafo anterior, siempre y cuando no se hayan producido efectos de imposible reparación material. De haberse producido tales efectos, la Legislatura fincará a los miembros del Ayuntamiento las responsabilidades que correspondan”.

En razón de que no debe la Legislatura suplantar funciones que sólo son competencia de un órgano jurisdiccional, así dado que ya existe un Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

9).- Que se precisara en el Artículo 49 fracción IX, que los organismos públicos o paramunicipales se establecieran, con la actuación que conforme a derecho le competa a la Legislatura y lo señalen las leyes.

10).- Fortalecer las facultades administrativas del Ejecutivo Municipal reformando el Artículo 49 fracción XIV, 74 fracción IV y 90, y que sólo se exigiera la aprobación del cabildo para el nombramiento del Secretario de Gobierno Municipal, Tesorero y único del Director de Seguridad Pública; no así de todos los demás directores.

Además, que se explicitara en el Artículo 90: que el Ayuntamiento para el ejercicio de sus atribuciones, se auxiliará de las dependencias y organismos que integran la administración pública municipal centralizada y paramunicipal, excepto en el caso del Contralor. 

Los nombramientos de los titulares de la Secretaría de Gobierno, la Tesorería y Dirección de Seguridad Pública, los expedirán el Ayuntamiento a propuesta que por ternas formule el Presidente Municipal .

Para el estudio, planeación y despacho de los diversos ramos de la administración pública municipal centralizada, el ayuntamiento preferentemente contará con las siguientes dependencias:

I).- 
Secretaría de Gobierno Municipal;

II).- 
Secretaría Particular;

III).-
Tesorería Municipal;

IV).- 
Dirección de Desarrollo Económico y Social;

V).- 
Dirección de Obras y Servicios Públicos;

VI).- 
Contraloría Municipal;

VII).- 
DIF Municipal;

VIII).-
Procuraduría de la Defensa del Ciudadano Municipal; y

IX).-
Dirección de Seguridad Pública.

En el entendido, que mínima y elementalmente, todo municipio deberá contar con las enunciadas en la fracción I, III, IV, V, VI, VII y IX. Todos los órganos municipales aludidos, deberán coordinarse para el desempeño expedito de los fines del gobierno vecinal, poseerán y ostentarán entre ellos igual jerarquía administrativa, diferenciándose sólo por el ramo que tienen encomendado; a excepción de la contemplada en la fracción X, que estará adscrita a la Secretaría de Gobierno Municipal, y los contemplados en la fracción VIII y IX, que son órganos especiales y se encuentran en coordinación con el gobierno municipal; realizarán sus funciones al tenor de las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica Municipal y Bandos de Policía y Gobierno.

El Ayuntamiento es el órgano máximo del municipio, a través del cual el pueblo realiza su voluntad política y la autogestión de los intereses de la comunidad; por tanto, es la única autoridad que puede decidir cuáles de dichas Unidades Administrativas son necesarias, así como vigilar su debido y estricto cumplimiento.

11).- Precisión de término legal en vez de la expresión oportunamente, para remitir en los términos que señale la ley de la materia, la documentación e informes que les sean requeridos a los Municipios por parte de la Auditoría Superior del Estado, reformando al Artículo 49, fracción XVI párrafo quinto.

12).- En respeto a la autonomía municipal y al 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la legislatura no se extralimite en sus atribuciones de fiscalización económicas a los municipios, se intentó modificar el Artículo 49, fracción XVII, para que la celebración de convenios o actos jurídicos de colaboración y de coordinación con el Gobierno del Estado y la federación, y de asociación con otros municipios del Estado o de otras entidades federativas, así como con particulares, toda vez que tengan por objeto la eficaz prestación de los servicios públicos;

13).- Que se precisara en el Artículo 49, fracción XX, que era obligación de los municipios el afiliar a sus trabajadores al Régimen de Seguridad Social establecido por el Estado.

La relación jurídico-laboral de los empleados de los Ayuntamientos, se rige por lo dispuesto en el apartado "B" del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Ley del Servicio Civil vigente en el Estado. 

Son trabajadores de confianza de los Ayuntamientos, los que señala la Ley del Servicio Civil, así como el Contralor Municipal. 

Nombrar y remover a los empleados de su dependencia, concederles licencias y ejercer las atribuciones que en materia de responsabilidades de los servidores públicos le señala la Ley. 

Conceder pensiones a los empleados del Municipio en reconocimiento a su antigüedad en la función pública, así como a las viudas y huérfanos de los mismos, de acuerdo con los recursos disponibles.
14).- Se explicitara en el Artículo 49, fracción XXIII que los municipios pudieran sufragar, el Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia;

15).- Se precisara que como una obligación del Ayuntamiento hacia la legislatura, el proporcionar a los Poderes del Estado, los informes que les soliciten sobre cualquier asunto de su competencia; exceptuando aquellas dictadas por las autoridades judiciales y tribunales administrativos y laborales, en el Artículo 49, fracción XXIV;

16 ).- Que se derogue el segundo párrafo del Artículo 49, fracción XXXIV, ha efecto de que el Presidente Municipal, Regidores y Síndico, y los servidores públicos municipales sólo estén obligados a comparecer ante la Legislatura del Estado, cuando se requiera de alguna información relativa a sus funciones y responsabilidades; no es posible que sea cada vez que el legislativo lo disponga, porque en todo caso se violenta la autonomía municipal.

17).- Se modificara el Artículo 50, fracción I, a efecto de que los municipios no se vean obstaculizados por trámites burocráticos y puedan realizar actos traslativos de dominio sobre los bienes de su propiedad, requiriéndose autorización de la Legislatura del Estado, por ello, se propuso que dentro de un término de treinta días hábiles contados a partir de la fecha en que la Legislatura reciba la solicitud, conforme a la Ley del Patrimonio del Estado y Municipios, y otros ordenamientos resuelva al respecto; fenecido el término y no habiéndose recibido respuesta se entenderá como afirmativa la petición;

18).- Que se modificar el Artículo 50, fracción V a efecto de que no se señale como nepotismo, conceder empleo, cargo o comisión remunerados, a su cónyuge, parientes consanguíneos en línea recta sin límite de grado; y en línea colateral, así como por afinidad, hasta el segundo grado, y parientes por adopción.

Ciertamente, no deben conceder empleo a sus familiares, pero también esta situación tiene limitantes, como en el caso de la Presidenta (e) del DIF es en el común municipal otorgar dicho puesto a su cónyuge o pariente, ¿acaso debe trabajar de manera gratuita?

Por ello proponían los Presidentes Municipal que modificara el Artículo 50, fracción V y expresara que: 

“Conceder empleo, cargo o comisión remunerados, a su cónyuge, parientes consanguíneos en línea recta sin límite de grado; y en línea colateral, así como por afinidad, hasta el segundo grado, y parientes por adopción. Excepto el caso de la persona designada para presidir el Voluntariado y el DIF Municipal,”

También por su parte, que en el Artículo 50, fracción VI se derogara, por inconstitucional la declaratoria de conceder salario, emolumento, o compensación alguna, a las esposas de los Presidentes Municipales cuando desempeñen el cargo de Presidentas del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Municipal, toda vez que tal cargo no puede considerase honorífico.

19).- Para fortalecer la figura del Presidente Municipal, se modificara el Artículo 74, fracción II y señalara que éste será quien convoque al Ayuntamiento a sesionar en la forma y términos que establezca esta ley y el reglamento interior respectivo, así como presidirlas y dirigirlas. Contando en caso de empate con voto de calidad;

20).- Muy acertadamente solicitaban, que los Presidentes Municipales en el Artículo 74, fracción XXIV, vigilen que los servicios públicos municipales se presten con eficacia y eficiencia y que los recursos financieros se apliquen de acuerdo al origen y normatividad de los fondos de que procedan; y no como dice la Ley Orgánica Municipal, de acuerdo con las normas que expida la Legislatura por sí o a través de la Auditoría Superior;

21).- Se precisara en el Artículo 78 fracción V, la función colegiada entre el Síndico y los Secretarios de Gobierno Municipal, a efecto de tener a su cargo el patrimonio mueble e inmueble municipal en términos de la Ley Orgánica del Municipio, la ley del Patrimonio del Estado y Municipios, y demás disposiciones aplicables;

22).- Que siendo una atribución que la ley otorga al Síndico, de solicitar fianzas a los funcionarios municipales cuando manejen fondos, que el Artículo 78, fracción XII acotara que cuando así lo acuerde el Cabildo, porque seguramente que habría municipios donde no podrían tener ni Tesorero con esta disposición.

23).- A efecto de no acrecentar en número de jefes para los trabajadores municipales, así como respetar las funciones administrativas del Presidente Municipal, que los regidores en el Artículo 79 fracción VI, puedan vigilar y proponer las medidas necesarias para el debido funcionamiento de las dependencias del municipio.

24).- Los documentos oficiales deben ser cuidados con atención y la discrecionalidad que los actos que registran merecen, por ello, la determinación existente en el Artículo 79 fracción IX que señala:

“Tener acceso a las actas de Cabildo y demás información documental relacionada con el gobierno municipal, pudiendo obtener copias certificadas de tales documentos”.

Para que en su lugar, se expresara que los regidores podrán tener acceso a los Acuerdos asentados en las actas de Cabildo y requerir información respecto a los asuntos de la Comisión en que se desempeñen, toda vez que así se lo solicite al Presidente Municipal; y en caso de su negativa, lo solicite y lo apruebe el Ayuntamiento.

25).- Que en los requisitos señalados por el Artículo 91 fracción I, para designar al Secretario de Gobierno Municipal, así como el artículo 94 que requisita para ser Tesorero; el 102 para ser Director de Obras y Servicios Públicos, se quitara de éstos el requisito de un año de residencia, y que sólo baste estar avecindado en el Municipio.

Así como en el Artículo 104 de los requisitos para ser Contralor Municipal, se requiera:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno uso de sus derechos políticos y estar avecindado en el Municipio; (…)

IV. No haber sido condenado en sentencia ejecutoria por delito intencional y tener reconocida capacidad y honestidad.

26).- No es posible, que el Secretario de Gobierno Municipal según Artículo 92 fracción XIV, deba en reclutar, seleccionar y promover la capacitación del personal que requieran los diversos órganos de las administración Municipal y hacer la propuesta de contratación al Cabildo, cuando administrativamente debe hacerlo el Presidente Municipal.

27).- Propusieron se adicionara y recorriera la numeración de los Artículos 93 en adelante a efecto de que se pudieran crear más dependencias municipales y se precisaran las atribuciones de las existentes, de: 

“A la Secretaría Particular le corresponderá encargarse de programar, organizar, coordinar y dar seguimiento de las audiencias y acuerdos que asuma el Presidente Municipal; así como delinear y mantener contacto con los medios de comunicación masiva, para la divulgación y construcción de la imagen institucional. Por tanto, le compete:

I.- Organizar diariamente la agenda de actividades del Presidente Municipal.

II.- Coordinar eficientemente las giras de trabajo del Ejecutivo Municipal, y realizar el debido seguimiento del desempeño de los asuntos y comisiones que le haya dispuesto aquél.

III.- Elaborar y supervisar los escritos, discursos, oficios y todo tipo de correspondencia que emane directamente del despacho del Presidente.

IV.- Atender de manera preliminar las quejas y peticiones de los ciudadanos, dirigiéndolas a las dependencias municipales que correspondan, o dándoles el curso que le indique el Presidente Municipal.

V.- Organizar en coordinación con las dependencias, la celebración de reuniones, audiencias, y todo tipo de contacto del Presidente Municipal con grupos de trabajo.

VI.- Coordinar y supervisar en ausencia del Ejecutivo Municipal, las actividades del personal adscrito al despacho de éste.

VII.- Procurar, gestiona y administra los recursos humanos, técnicos, financieros y materiales asignados al despacho del Presidente Municipal.

VIII.- Tener a su cargo las relaciones públicas y de comunicación social de la institución vecinal.

IX.- Presentar y registrar anualmente sus planes y programas específicos ante el Ayuntamiento, para su desarrollo, seguimiento y evaluación.

Artículo 94.- La Tesorería Municipal, estará encargada de diseñar, coordinar e integrar los proyectos de presupuestos de Ley de Ingresos y Egresos de la Administración Pública Municipal, y de interponerlos por conducto del Presidente ante el Cabildo para su aprobación; los cuales estarán conforme al Plan Maestro Trianual y los Programas Operativos Anuales que se deriven, así como los planes de gasto e inversión.

Por lo tanto, será competencia y atribución de esta dependencia:

I.- Planear, programar y proyectar las iniciativas de Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos del Municipio;

II.- Recaudar los ingresos que corresponden al Municipio conforme a lo que establecen las leyes fiscales;

III.- Manejar los fondos y valores con estricto apego al presupuesto de egresos;

IV.- Ejecutar y coordinar las actividades relacionadas con la recaudación, la contabilidad, y el gasto público del Ayuntamiento;

V.- Preparar y enviar a las autoridades que corresponda, los informes y rendición de cuentas que disponga la ley.

VI.- Proponer, diseñar e implementar, en coordinación con las distintas unidades de la administración pública municipal, los sistemas más óptimos y procedimientos del y para el ejercicio presupuestal, en sus fases de planeación, administración, registro y control del mismo.

VII.- Coordinarse con todas las dependencias de la administración pública Municipal, y en especial con la Secretaría de Gobierno Municipal, en el diseño e implementación de la adquisición de los recursos humanos y materiales.

VIII.- Establecer sistemas, estrategias y procedimientos de captación de los recursos, procurando que se cumpla en tiempo y forma el presupuesto de ingresos.

IX.- Concertar a nombre del Municipio, con los distintos niveles de los gobiernos estatal y federal, los mecanismos más eficientes para asegurar el flujo de recursos financieros derivados de las participaciones que correspondan el Municipio y de los programas generales y específicos que se lleven a cabo con recursos de ambas entidades, producto de los Convenios de Coordinación o de los Planes oficiales de apoyo.

X.- Diseñar, implementar y mantener el Sistema Integral de Información Financiera, del estado que guarda la contabilidad, así como registro confiable, oportuno y óptimo para facilitar la toma de decisiones en esta materia por parte del Cabildo a través del Presidente Municipal.

XI.- Participar con los distintos órganos municipales, en el análisis y formulación de los proyectos y programas que requieran soporte e inversión financiera, tanto generales como específicos, y que tengan base y sustento en el Plan Maestro Trianual, determinando el costo‑beneficio y las alternativas más viables para procurar los recursos.

XII.- Crear e implementar el sistema de registro y control presupuestal, previendo desviaciones, transferencia de partidas, reducción y/o ampliación de las mismas, para apoyar los programas de la administración pública municipal, de acuerdo con las facilidades y facultades que, en materia, le otorgan a dicha administración las leyes y reglamentos en vigor.

XIII.- Proveer a todas las entidades de la administración pública municipal de la necesaria y correcta asesoría en materia fiscal, manteniéndose al día sobre el contenido e información que en dicha materia, expidan y/o publiquen las autoridades competentes.

XIV.- Mantener bajo su control y administración las actividades de Caja y Bancos, procurando establecer sistemas adecuados para el debido aprovechamiento de los recursos financieros.

XV.- Suscribir, conjuntamente con el Presidente y el Síndico Municipal, toda la información sujeta de ser divulgada ante la ciudadanía sobre el estado que guarden las finanzas públicas del municipio.

XVI.- Presentar mensualmente al Ayuntamiento el corte de caja de la tesorería municipal, con el visto bueno del Síndico.

XVII.- Remitir a la Auditoría Superior del Estado, acompañada del Acta de autorización del Cabildo, las cuentas, informes contables y financieros mensuales dentro de los primeros cinco días hábiles del mes siguiente.

XVIII.- Facilitar las actividades de Auditoría interna y de aquellas externas que determine el Cabildo y/o la Auditoría Superior del Estado, procurando aportar toda la información que dichos órganos de revisión requieran, para la formulación de sus dictámenes.

XIX.- Con autorización por escrito que le haga el Ayuntamiento, podrá expedir la certificación de copias sobre los documentos a su cuidado.

XX.- Ejercer el procedimiento económico coactivo, para cumplir y hacer cumplir los créditos fiscales y obligaciones tributarias de los ciudadanos, sin distingos ni privilegios, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes y reglamentos en la materia.

XXI.- Ejecutar los convenios de coordinación fiscal; y elaborar el proyecto anual de Ley de Ingresos, formular el presupuesto anual de ingresos y egresos municipales.

XXII.- Informar al Ayuntamiento sobre el comportamiento de la deuda pública, el ingreso y egreso aprobado así como el avance financiero de los programas.

XXIII.- Informar oportunamente a los órganos y dependencias municipales, sobre la aplicación y saldos existentes del ejercicio presupuestal.

XXIV.- Establecer políticas, lineamientos y mecanismos, que generen el eficiente aprovechamiento, explotación y uso racional de los inmuebles propiedad del municipio.

XXV.- Dirigir, coordinar y evaluar el funcionamiento de los planes y programas de la administración hacendaria municipal.

XXVI.- En coordinación con la Secretaría del Gobierno Municipal, elaborar las nóminas correspondientes al pago de salarios, prestaciones y otros beneficios, de acuerdo con las normas generales y específicas que se determinen para el ejercicio presupuestal.

XXVII.- Administrar las instalaciones descentralizadas del Municipio como el rastro, cementerios, plazas y mercados, apoyándose en la gestión que en parte corresponda a las distintas dependencias de la administración pública municipal.

XXVIII.- Supervisar, vigilar y regular el desarrollo y actividades del comercio fijo y ambulante, de acuerdo con los reglamentos que expida el Gobierno Municipal en uso de sus facultades y apoyándose en la gestión que en parte corresponda a las distintas áreas y dependencias.

XXIX.- Realizar en unión del Síndico Municipal, las gestiones oportunas en aquellos asuntos que interesen al erario municipal.

XXX.- Formular la cuenta pública que el Ayuntamiento presenta anualmente a la Legislatura del Estado.

XXXI.- Notificar al Presidente lo relativo a las faltas oficiales y deficiencias en que incurran los empleados de su dependencia.
XXXII.- Todas las demás que las leyes en la materia le otorguen.

El artículo 99 pasará a ser el 100

Deberá decir: “Artículo 100.- Son obligaciones y facultades del Director de Desarrollo Económico y Social:

I.- Coordinarse con todas las dependencias, y proyectar las actividades correspondientes a la consulta popular permanente, relacionadas con la elaboración del Plan de Desarrollo Municipal y demás programas operativos.

II.- Promover la organización de grupos indígenas y campesinos, para el impulso del desarrollo económico y social de la región.

III.- Realizar proyectos productivos que incentiven la formación y consolidación de la industria, con la participación de instituciones de carácter público, privado y social.

IV.-
Concertar con las diferentes instituciones federales, estatales o intermunicipales, acciones necesarias para el debido, racional y eficiente aprovechamiento de los recursos naturales y la generación de empresas paramunicipales.

V.- Coordinarse con las direcciones y dependencias de la administración pública, especialmente con la de Dirección de Obras y Servicios públicos, para la promoción,  planeación y ejecución de las obras públicas, generando el equilibrio necesario entre el campo y la ciudad.

VI.- Formular programas de atención a la salud y prevención de enfermedades, asistencia social y vivienda, en coordinación con los organismos públicos, sociales y privados.

VII.- Promover el desarrollo turístico, coordinándose con todos los sectores involucrados; impulsando el turismo cultural, familiar y recreativo.

VIII.- Establecer mecanismos de orientación, asesoría, información y auxilio para el turista, y para el prestador de servicios así como dar fomento a los atractivos, eventos, y servicios turísticos e impulsar la creación de nuevos centros de esta naturaleza.

IX.- Coordinarse con la Secretaría de Gobierno Municipal, para el impulso de todas las actividades que realicen los Consejos Consultivos, Comités de Participación Social y Comité de Planeación para el Desarrollo Municipal en el desarrollo económico y social del Municipio.

X.- Realizar el diseño y elaboración de los planes y programas generales y específicos, orientados al desarrollo económico y social, en coordinación con las distintas dependencias de la administración municipal, así como aquellas de los niveles Estatal y Federal que participen directa o indirectamente en los programas que tengan aplicación dentro del Municipio.

XI.- Apoyar en la planeación y elaboración de los programas de las distintas dependencias de la Administración Pública Municipal; y crear el Plan Municipal de Turismo.

XII.- Ser responsable de la planeación, proyección y ejecución del Programa de Fomento Agropecuario, proponiendo y concertando ante las dependencias y organismos federales, estatales y organizaciones campesinas para su debida implementación; procurando la organización libre de los actores del campo, y brindando la asesoría técnica a las comunidades rurales para el acceso de sus productos al mercado sin intermediarios; pugnar por la diversificación de los mismos y elevándoles su competitividad.

XIII.- Impulsar los niveles de vida de los ciudadanos del municipio, atendiendo prioritariamente a los sectores sociales en situación de extrema pobreza en comunidades rurales y colonias populares, a través de la coordinación de acciones y programas de asistencia social y combate a la pobreza con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF-Municipal).

XIV.- Participar en coordinación con la Secretaría de Gobierno Municipal, en la integración de los Comités de Obra derivados de la aplicación de los programas de Desarrollo Social.

XV.- Realizar el seguimiento de las acciones para la evaluación, control y ajuste del Plan de Desarrollo Municipal.

XVI.- Llevar a cabo estrategias y programas de vinculación y apoyo a los diversos sectores asentados en barrios, colonias y comunidades para promover el deporte, la cultura popular y la recreación, apoyándose en las distintas entidades de la administración pública municipal en la gestión que en parte les corresponda.

XVII.- Formar los Comités de Participación Social.

XVIII.- Diseñar el esquema operativo para el registro, clasificación y expresión de la demanda ciudadana, en la formulación del Plan y programas mencionados, en coordinación con el Comité de Planeación para el Desarrollo Municipal, así como integrarlo con las acciones anuales de cada una de las dependencias y entidades estatales y federales que inciden en el desarrollo del Municipio; así como inducirlas hacia las áreas más necesitadas, buscando siempre la mayor participación de la comunidad, tanto en aspectos operativos como de contraloría social.

XIX.- Promover la organización de grupos indígenas, campesinos y urbanos; de mujeres de comunidades campesinas y zonas urbanas marginadas, a efecto de que se involucren en las actividades de su propio desarrollo, a través de actividades relacionadas tanto con el desarrollo económico, como el social.

XX.- Alentar el compromiso comunitario para lograr un desarrollo justo, que contemple el cuidado de los ecosistemas; los asentamientos humanos equilibrados, que permitan la explotación racional de los recursos naturales para fomentar el empleo permanente y permitan la disminución del costo de los servicios públicos.

XXI.- Coordinar y promover las obras de carácter social que contribuyan a disminuir los desequilibrios del campo y las ciudades y fortalezcan el combate a la pobreza en general y a la pobreza extrema en particular.

XXII.- Participar en la formulación de los programas de salud, asistencia social, vivienda de interés social y popular, educación para la salud; así como en campañas permanentes contra la drogadicción, alcoholismo y la delincuencia, principalmente juvenil, procurando la creación de centros para su atención, en coordinación con organismos públicos, sociales y privados; y

XXIII.- Alentar una permanente comunicación entre el Ayuntamiento y la comunidad, a través del uso intensivo de los medios de comunicación para promover campañas y difundir programas del gobierno municipal, y orientar acerca del funcionamiento de los Comités de Participación Social.

XXIV.- Las demás que le señale la Ley, el Presidente y los demás ordenamientos aplicables.

El artículo 102 será el 103:

Deberá decir: “Artículo 103.- La Dirección de Obras y Servicios Públicos Municipales, tendrá las siguientes obligaciones y facultades:

I.- Elaborar, implementar y administrar los planes y programas que se establezcan para la creación, expansión, desarrollo, así como la rehabilitación y regeneración de zonas urbanas.

II.- Crear, implementar y administrar programas de construcción y mantenimiento, de reforestación y ornato de las áreas públicas, electrificación y mantenimiento de la red de alumbrado público, los proyectos de vialidad y ordenamiento del tránsito en la ciudad.

III.- Regular y proveer un eficiente servicio de limpia y recolección de basura, acorde con los requerimientos de la población.

IV.- Coordinar conjuntamente con la entidad responsable a nivel estatal, de la introducción, rehabilitación y mejoramiento de los servicios de drenaje, agua potable y alcantarillado.

V.- Supervisar que la prestación y administración de los servicios públicos, se lleven a cabo con estricto apego a su reglamentación.

VI.- Proponer el uso adecuado y racional de los bienes inmuebles y terrenos propiedad del municipio; así como determinar las zonas de reserva territorial, y protección al equilibrio ecológico.

VII.- Autorizar las licencias y permisos de construcción de acuerdo a lo previsto en el Plan Director Urbano; proponiendo además las cuotas que, en cantidad de numerario, sean acordes con las áreas, calidades y ubicación de las construcciones.

VIII.- Planear y coordinarse con la Dirección de Desarrollo Económico y Social, así como con las instancias que participen en la construcción de las obras de beneficio colectivo que autorice el Ayuntamiento, previo análisis de los posibles financiamientos, así como de los requisitos a cubrir.

IX.- Vigilar el mantenimiento y conservación de las instalaciones y equipo destinados a la prestación de algún servicio público;

X.- Organizar y supervisar la prestación y administración de los diversos servicios públicos;

XI.- Otorgar o negar permisos de construcción en los términos del Código Urbano y el Reglamento de Construcciones;

XII.- Supervisar la ejecución de la obra pública municipal y practicar revisiones rindiendo los informes respectivos al Ayuntamiento, para los fines que correspondan;

XIII.- Vigilar que se respete la ley, respecto del uso del suelo y preservación de las reservas territoriales;

XIV.- Cuidar y conservar el patrimonio histórico y zonas típicas del Municipio;

XV.- Ordenar la suspensión de obras que se realicen en contravención a la ley, aplicando las sanciones que corresponda; y

XVI.- Recabar planos y proyectos de obra pública o privada, y otorgar o negar su autorización.

XVII.- Las demás que le establezca la Ley, el Cabildo y el Presidente, así como el correspondiente reglamento y los demás ordenamientos aplicables.”

Artículo 105 pasará a ser el 106:

Deberá decir: “La Contraloría Municipal, como órgano de la administración pública vecinal, que se encarga de la fiscalización, vigilancia y control del ejercicio de los recursos del pueblo; le compete:

I.- Llevar el control de los planes y programas generales y específicos de la administración pública municipal, solicitando los informes trimestrales de las distintas dependencias, para realizar la evaluación correspondiente al grado de avance de los mismos e informar de ello al Cabildo, a través del Presidente.

II.- Realizar el control de los planes y programas generales y específicos de la administración pública municipal, coordinándose con los órganos y dependencias ejecutoras, solicitando los informes y avances de los mismos; así como de aquellos planes y programas de los niveles Estatal y Federal que participen directa o indirectamente en programas que se apliquen dentro del Municipio.

III.- Actualizar el inventario de activos de la Administración Pública Municipal, estableciendo sistemas y procedimientos eficientes y de control que coadyuven al registro fiel y correcto de los bienes y el patrimonio del Municipio.

IV.- Diseñar y aplicar sistemáticamente el sistema de evaluación y seguimiento de los programas generales y específicos de las dependencias de la administración Pública Municipal y de aquellos de ejecución coordinada con los niveles Estatal y Federal. 

V.- Diseñar e instrumentar, en base a lo acordado por el Cabildo a través del Presidente Municipal en coordinación con las dependencias involucradas, los programas, estrategias, políticas de inversión y gasto público por, y a través, de la Administración Pública Municipal.

VI.- Dotar a la Administración Pública Municipal en su conjunto, de políticas y procedimientos más adecuados para coadyuvar a dar cumplimiento a los programas, metas y objetivos administrativos y de control, de acuerdo con lo que establece la Ley y demás ordenamientos que emanen de las distintas leyes y reglamentos de aplicación; los que resulten de los Convenios de Coordinación suscritos y en lo particular lo convenido por el Cabildo a través del Presidente Municipal.

VII.- Proponer al Ayuntamiento, a través del Presidente, el Sistema Permanente de Mantenimiento, Readecuación y Actualización de la estructura organizacional de las finanzas públicas municipales, para garantizar la eficiencia y eficacia en la ejecución de las actividades y cumplimiento de responsabilidades a todos los niveles.

VIII.- Proponer, diseñar e implementar el Sistema de Simplificación Administrativa, destinado a apoyar y mejorar la atención y servicios a la ciudadanía, incrementando el control interno y de información expedita y confiable para la toma de decisiones.

IX.- Diseñar, dirigir y supervisar el Sistema Integral de Auditoría Interna, que vigile, fiscalice y controle el debido cumplimiento de los planes y programas, así como el cabal y trasparente manejo de los fondos públicos.

X.- Vigilar, a través de sus distintos órganos de control, el uso y aplicación correcta de los recursos propios, así como de aquellos que la Federación y el Estado transfieran al Municipio.

XI.- Verificar y comprobar el cumplimiento por parte de la Administración Pública Municipal de las disposiciones aplicables en materia de adquisiciones, arrendamientos, conservación, uso, afectación, enajenación y baja de bienes muebles, inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales de la administración pública municipal.

XII.- Atender las quejas que presenten los particulares con motivo de acuerdos, convenios o contratos que celebren con la administración municipal, de acuerdo con las normas que se emitan.

XIII.- Coadyuvar con la Auditoría Superior del Estado, recibiendo y registrando las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos municipales, que tengan obligación de presentarlas de acuerdo con la Ley, turnándolas oportunamente a la Entidad de Fiscalización Superior.

XIV.-Conocer e investigar los hechos u omisiones de los servidores públicos municipales, que no sean miembros del Cabildo, para que el Ayuntamiento decida si se fincan o no, responsabilidades administrativas. Aportar al Síndico Municipal los elementos suficientes para que se hagan las denuncias correspondientes ante el Ministerio Público, en caso de probable delito; 

XV.- Vigilar y verificar el uso correcto de los recursos propios, así como los que la Federación y el Estado transfieran al Municipio, de conformidad con la normatividad establecida en materia de control y evaluación;

XVI.- Inspeccionar el gasto público municipal y su congruencia con el Presupuesto de Egresos;

XVII.- Verificar el cumplimiento por parte del Ayuntamiento y sus integrantes de las disposiciones aplicables en materia de:

a) Sistemas y registro de contabilidad;

b) Contratación y pago de personal;

c) Contratación de servicios y obra pública; y

d) Adquisición, arrendamientos, conservación, uso, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales de la administración municipal.

XVIII.- Atender las quejas que presenten los particulares con motivo de acuerdos, convenios o contratos que celebren con la administración municipal, de conformidad con las normas que al efecto se emitan por el Ayuntamiento.

XIX.- Verificar el cumplimiento del Plan de Desarrollo Municipal y los programas operativos.

XX.- Programar y practicar auditorías a las dependencias y entidades de la administración pública municipal informando del resultado al Cabildo  y a la  Auditoría  Superior, para que en su caso, se finquen las responsabilidades correspondientes.

XXI.- Revisar y verificar los estados financieros de la Tesorería Municipal, así como las cuentas públicas e informar al Cabildo y a la Auditoría Superior.

XXII.- Informar trimestralmente al Ayuntamiento y a la Auditoría Superior sobre las acciones y actividades de la Contraloría; y

XXIII.- Las demás que le señalen otras disposiciones jurídicas sobre la materia, reglamentos, bandos y acuerdos del Ayuntamiento”.

Se adicione un artículo que será el 107:

Deberá decir: “Artículo 107.- La Procuraduría de la Defensa del Ciudadano Municipal, será el organismo público municipal descentralizado, cuyo objeto fundamental radicará en representar al ciudadano en la defensa de sus intereses, derechos y prerrogativas, que la Constitución federal y estatal les reconocen ante las autoridades municipales, así como las demás normas, tratados, leyes y reglamentos les confieran.

Por tanto, será un órgano vigilante del respeto cabal e íntegro de los individuos; y como institución estará encargada de emitir recomendaciones a las distintas dependencias municipales, cuando cualquier ciudadano o persona agraviada demuestre que hubo violación a la esfera de los derechos y garantías, o que se incurrió en falta de respeto a la integridad moral de las personas, por algún servidor público municipal; además, la Procuraduría será representante social de buena fe y testigo de asistencia, que verifique la expedita, pronta, humana aplicación de la justicia municipal, sobre todo verificando que los remitidos a separos municipales, se les respeten sus derechos humanos, así como se les haya realizado con toda regularidad el proceso de calificación de faltas que consagra la Ley de Justicia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno, y puedan aducir lo que a sus derechos concierna, asistidos por persona digna de su confianza, o si así lo desean, por el Procurador Municipal.

Para el debido cumplimiento de sus fines, tendrá, las siguientes atribuciones:

I.- Representar al ciudadano en la defensa de sus intereses, derechos y prerrogativas, que la Constitución federal y estatal les reconocen, así como las que les confieran las demás normas, tratados, leyes y reglamentos.

II.- Ser órgano vigilante del respeto cabal e íntegro de las personas. Por tanto, recibir quejas de presuntas violaciones a los derechos del ciudadano municipal y de los derechos humanos en general; así como dar inicio al proceso correspondiente por violación de derechos humanos y/o por la comisión de faltas a la integridad de las personas.

III.- Podrá emitir recomendaciones a las distintas dependencias municipales cuando un ciudadano interponga formal denuncia ante ésta; y después de la investigación correspondiente, se demuestre que hubo violación a la esfera de derechos y garantías de los ciudadanos, o se incurrió en falta de respeto a la integridad moral de las personas. Dando el seguimiento correspondiente, y publicando la aceptación, resolución o rechazo de las mismas.

IV.- Será invariablemente representante social de buena fe, y testigo de asistencia en los casos en que un ciudadano sea remitido a los separos municipales.

V.- Deberá verificar que se realice -previamente a cualquier sanción por violaciones administrativas municipales-, que se cumpla cabalmente y con toda regularidad, el proceso de calificación de faltas consagrado por la Ley de Justicia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno, para que se respete el derecho de audiencia y debido proceso legal.

VI.- Si el ciudadano infractor así lo desea, podrá ser asistido y defendido por la Procuraduría de la Defensa del Ciudadano Municipal, en el proceso aludido en la fracción anterior.

VII.- Asesorar a todo ciudadano que se lo solicite, en el seguimiento, tramitación o clarificación de sus obligaciones municipales, de manera gratuita y expedita.

VIII.- Investigar a petición de parte o de oficio los casos en los que la autoridad municipal, por acción u omisión violen los derechos del ciudadano municipal y los derechos humanos en general.

IX.- Formular las recomendaciones que el caso concreto le exijan, mismas que deberán ser públicas autónomas, no vinculatorias; así como las denuncias y quejas ante las autoridades respectivas.

X.- Conocer y decidir sobre inconformidades de los servidores públicos municipales, suscitadas con motivo de las recomendaciones emitidas.

XI.- Procurar la conciliación entre el o los quejosos y la autoridad o autoridades involucradas, así como la solución inmediata al caso concreto, si esto es humana y jurídicamente posible.

XII.- Impulsar el respeto a los derechos del ciudadano municipal y derechos humanos, promoviendo su enseñanza y divulgación.

XIII.- Las demás que le otorgue el Ayuntamiento y las demás leyes.”

Se adicione un artículo que será el 108:

Deberá decir: “Artículo 108.- El DIF-Municipal, es el órgano responsable de operar y normar los programas nacional, estatal y municipal en materia social; concebido, como una modalidad de servicios de salud y asistencia social, cuyo objetivo fundamental es elevar el nivel de vida de los grupos marginados, y la procuración de un mínimo de bienestar de conformidad con lo estipulado por la Constitución federal. Por tanto, es de su competencia:

I.- Establecer los programas preventivos institucionales en el área, y realizar convenios con sectores públicos, sociales y privados para concretar y coordinar apoyos e implementar políticas que fortalezcan al Municipio y ciudadanía.

II.- Proporcionar servicios asistenciales a la familia de escasos recursos, en carencias esenciales y no superables en forma autónoma, a menores en estado de abandono, infractores, desamparados, desnutridos, MESED, entre otros.

III.- Dar asistencia, protección y tratamiento a los alcohólicos, farmacodependientes, y personas mendicantes o en condiciones de vagancia.

IV.- Brindar asistencia, protección y amparo, a mujeres maltratadas, y aquellas de escasos recursos, que se encuentren en período de gestación o lactancia.

V.- Procurar la atención y cuidado de personas con invalidez, ceguera, sordera, deficientes mentales u otras deficiencias.

VI.- Asistencia legal familiar, para asesorar a las personas de escasos recursos en materia de divorcio, filiación, adopción y procuración y defensa de los derechos del menor.

VII.- Coadyuvar en la armonía y convivencia familiar, apoyando los usos y costumbres festivos de los habitantes del municipio que fortalezcan los lazos grupales y de identidad zacatecana, protegiendo y promoviendo su cultura, generando confianza y cercanía entre pueblo y autoridades.

VIII.- Pugnar por el incremento de los niveles de salud y estabilidad de las familias del municipio, mediante la oportuna coordinación con las instituciones públicas, en la promoción de las campañas de salud y consultorios médicos de los centros sociales.

IX.- Administrar y operar el programa de Atención y Mejoramiento Nutricional PASAF, PRODES, Madres Gestantes y Lactantes, Huertos Familiares y Cocinas Populares.

X.- Inducir la participación ciudadana en la ejecución de los planes y programas de Gobierno Municipal, destinados a la asistencia social, propiciando que éstos puedan acceder a tomar oficios y desarrollar actividades productivas e implementar microindustrias en las colonias y comunidades del municipio.

XI.-
Fortalecer la asistencia social a través de la ciudadanía expresada en los Comités de Participación Social, en aras de consolidar la identidad zacatecana desde la perspectiva de una familia unida y sólida.

Para el debido desarrollo de sus atribuciones, el DIF-Municipal, contará con los siguientes órganos –cuando así lo permita la situación financiera y política del municipio-:

a).
Presidencia del DIF Municipal.


b).
Dirección del DIF Municipal.


c).
Departamento de Trabajo Social.


d).
Coordinación Municipal de Salud.


e).
Unidad administrativa.


f).
Unidad Operativa.


g).
Supervisores de Centros Sociales y CENDI.

La Presidencia del DIF-Municipal, será asumida por el o la cónyuge del Presidente Municipal; en caso de ausencia o inexistencia de ésta o éste, será designada de manera discrecional por el Ejecutivo Municipal.
28).- Se acotará que el Tesorero Municipal, en el artículo 95, tomará provisionalmente posesión de su cargo de acuerdo al procedimiento de entrega-recepción, que determine la Auditoría Superior del Estado o las Bases para la Entrega Recepción de Administraciones Municipales; nombramiento que se perfeccionaría, hasta que así lo ratifique o rectifique el Honorable Ayuntamiento.

29).- Que en el Artículo 103 se respete al Partido Político de primera minoría, su atribución de proponer terna para que el Presidente Municipal la presente ante cabildo, sobre nombramiento del Contralor y no en los regidores que están en el cabildo, a efecto de no disminuir la figura jurídico-política del Partido.

30).- Procuraron que se explicitara que en el Artículo 108 que la seguridad pública municipal estará al mando del Presidente Municipal en los términos del reglamento respectivo. El Gobernador del Estado, tendrá el mando de la fuerza pública en los municipios donde residan habitual o transitoriamente.

Igualmente que en el Artículo 109, el Presidente Municipal tuviera la facultad para nombrar y remover al Director de Seguridad Pública, y a los titulares de las demás corporaciones.

31).- Que en el Artículo 116 fracción V, se determinará que el régimen especial al que deba someterse la concesión y el concesionario, fijando el término de la concesión, que excederá del periodo de la Administración Municipal de que se trate, las causas de revocación, caducidad o pérdida anticipada de la misma, la forma de vigilar el Ayuntamiento, la prestación del servicio y el pago de las contribuciones de que se causen;

Asimismo, que en el Artículo 130 diga que a petición formulada por los concesionarios, treinta días hábiles antes de que concluya el plazo de la concesión, ésta podrá prorrogarse, previa autorización del H. Ayuntamiento.

Conclusiones:

1).- La nueva Ley Orgánica del Municipio, se inscribió en un momento político de transición de las administraciones municipales, donde fue evidente la escasa participación, no sólo de estudiosos del municipio –excepto por la brillante exposición del formulador teórico de la reforma del 115 en 1983-, sino de Presidentes Municipales y ciudadanía en general o enterada; pese a las afirmaciones en contrario, que subsiste en los considerandos de la nueva Ley Orgánica Municipal, que no tienen sustento ni se legitiman, puesto que en albores de nuevas administraciones municipales hayan modificado substancialmente la estructura y funciones del instituto vecinal, es de llamar la atención, como así también y en su momento suscitó críticas y desconfianza la promulgación de las reformas y adiciones a la Constitución del Estado en 1998 .

2).- Que de manera inédita se reunieran y consensaran los 57 Presidentes Municipales del Estado, alrededor de una iniciativa de reformas y adiciones a la Ley Orgánica del Municipio, que por elemental sentido común debían entender los miembros de la LVII legislatura del estado, que la ciudadanía estuvo ampliamente representada en aquéllos, pero sólo tuvieron una indiferente actitud que prefirió darle carpetazo e ignorarla, sin tan siquiera analizar la procedencia o intenciones propuestas.

3).- La nueva Ley Orgánica del Municipio en el Estado de Zacatecas, a parte de no considerarlo libre, como al efecto se hace sentir a los gobiernos vecinales, con varias disposiciones que determinan la preeminencia de la Legislatura del Estado sobre éstos.

4).- La nueva Ley Orgánica del Municipio en el Estado de Zacatecas, no sólo conubiló la autonomía del municipio, sino desterró las facultades de reconocer la antigüedad de los servidores públicos y por ende la imposibilidad de conceder pensiones a los empleados del Municipio en reconocimiento a su antigüedad en la función pública, así como a las viudas y huérfanos de los mismos, de acuerdo con los recursos disponibles.

5).- Del Análisis de la nueva Ley Orgánica del Municipio, se advierte ese marcado centralismo del Estado, y en especial de la Legislatura local, por predominar la vida municipal, conubilando la autonomía del municipio y expresando que cada vez que ella lo requiera puede mandar comparecer a cualquier funcionario municipal.

� Ley Orgánica del Municipio. Decreto número 351, publicado en el suplemento al número 73 del Periódico Oficial, órgano del Estado de Zacatecas correspondiente al día 12 de septiembre del 2001.


� Ídem.


� Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Zacatecas. Decreto número 328. Suplemento al número 72 del Periódico Oficial del Estado de Zacatecas del día 8 de Septiembre del 2001. Ver artículo 3º y corrobórese lo aseverado.


� Ver artículo 49 fracción XIX de la Ley Orgánica del Municipio Libre en el Estado de Zacatecas.  Gobierno del Estado de Zacatecas. Suplemento al número 74 del Periódico Oficial, órgano del Gobierno del Estado, correspondiente al día 15 de septiembre de 1993.


� Ley orgánica del Poder Judicial del Estado de Zacatecas. Promulgada en el suplemento al número 7 del Periódico Oficial del gobierno del estado, correspondiente al 4 de enero de 1987. Este ejemplar, fue publicado por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Zacatecas, Cuadernos Quid Justitia núm. 1


� Ley de Justicia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno del Estado. Publicada en el suplemento al número 10 del Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado, correspondiente al día 4 de febrero de 1987
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